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INTRODUCCIÓN

Los medios electrónicos tienen en la actualidad una gran relevancia en el 
marco de las transacciones nacionales e internacionales en las que intervienen 
empresas, consumidores y también organismos públicos1. Las nuevas tecno-
logías en constante cambio y evolución facilitan a las personas (físicas y jurídi-
cas) la comercialización de nuevos productos y servicios en los mercados. En 
la actualidad, la sociedad ha evolucionado hacia un modelo en el que puede 
obtenerse cualquier producto y servicio desde cualquier parte del mundo con 
cierta inmediatez. Del mismo modo que compramos, también se nos facilita, 
en muchos casos la posibilidad de desistir del producto, con la misma inme-
diatez. Si esto lo trasladamos al ámbito de la resolución de los conflictos que 
puedan surgir en el ámbito de los contratos electrónicos significa que, las par-
tes contratantes que prestan sus declaraciones de voluntad en un lapso de 
tiempo muy escaso, también desean resolver los eventuales conflictos que 
surjan en un periodo igualmente corto2.

De esta forma, los litigios que se planteen en relación con los contratos 
electrónicos pueden estar relacionados con diferentes cuestiones aceptación, 
el incumplimiento de los deberes de información previos y posteriores o el 
control de incorporación de algunas de las CGC, como puede ser el derecho de 
desistimiento, que también puede estar vinculado a otras controversias como 
pueden ser la falta de información y la reducción del plazo para desistir, etc.

Para poder dar una respuesta a estas cuestiones, es necesario determinar 
la CJI, labor que puede resultar compleja en determinados casos, debido al 
propio petitum de la demanda. En este trabajo se analizan los foros que pue-
den resultar más relevantes y eficientes para atribuir la competencia en las 
controversias relacionadas con esta fase del iter contractual al tiempo que se 
da cuenta de otros medios alternativos de resolución de disputas como son 
los ODR.

1	 Véase Luciana Scotti, B., Derecho internacional privado Globalización e Internet, Biblio-
teca jurídica americana, México, 2016, pp. 55-57.

2	 Véase Sierralta Ríos, A., Teoría evolutiva del comercio internacional, Esan ediciones, Perú 
2014, 171-172.
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Debe indicarse que existen varias fases o estadios en los contratos electró-
nicos relacionados principalmente con la oferta, la adhesión/aceptación y el 
control de incorporación de las CGC. De otro lado, también tienen gran impor-
tancia los deberes de información que con carácter previo y posterior debe 
cumplir el PSSI establecidos en la DCE y en su normativa de transposición, así 
como el derecho de desistimiento que cobra gran relevancia en este tipo de 
contratación.

En relación con estas cuestiones, pueden surgir distintas controversias que 
las partes intentarán solucionar en sede judicial o extrajudicial. Estas pueden 
estar relacionadas principalmente con: la existencia de la oferta y de la acepta-
ción electrónicas, el incumplimiento de los deberes de información o el control 
de incorporación de las CGC, en particular de determinadas cláusulas, como 
pueden ser la relativa al derecho de desistimiento, los deberes de información 
previos, o las cláusulas de elección de ley o de tribunal, entre otras.

La atribución de la competencia en los casos de litigios relacionados con el 
contrato electrónico presenta la peculiaridad de que se desconoce si el con-
trato está concluido o no. Por este motivo, entre otros, puede resultar complejo 
determinar el foro para conocer de las distintas cuestiones que se planteen 
hasta el nacimiento del vínculo contractual3.

Para realizar esta labor, es necesario preguntarse ¿quién asume los cos-
tes-riesgos de la internacionalidad jurisdiccional del contrato electrónico?, ya 
que si se considera que es el PSSI quien debe asumirlos, debe litigar en el 
foro del destinatario de los SSI4. Por el contrario, si es este último el que ha 
de hacerse cargo de estos costes-riesgos relacionados con la internacionali-
dad del litigio, podrá demandar y ser demandado ante los Tribunales del PSSI. 
En este capítulo se trata de determinar los foros que pueden resultar eficien-
tes para la atribución de la CJI en los litigios relacionados con el perfecciona-
miento del contrato electrónico internacional. Del mismo modo, existen ADR 
que en el contexto electrónico son especialmente útiles para la resolución de 
las citadas controversias, que también han de analizarse.

Debe destacarse que la regulación específica sobre contratación electrónica 
no contiene normativa relacionada con la determinación de la competencia 

3	 Véase Keller, M., «Lessons for The Hague: Internet Jurisdiction in Contract and Tort 
Cases in the European Community and the United States», The John Marshall Journal of 
Computer & Information Law, vol. 23, 2004, pp. 1-74.

4	 Según se cuestiona Garcimartín Alférez, F. J., en este caso, en concreto con respecto 
a la determinación de la competencia hay que preguntarse «¿quién debe pagar el viaje al 
extranjero?», esto es, quién debe asumir los costes económico-jurídicos que conlleva la 
situación internacional. El lugar donde deba litigarse va a originar más costes a una de las 
partes. De forma que este autor se plantea quien está en mejor posición para asumirlos 
teniendo en cuenta una serie de factores relacionados con los principios de proximidad y 
de previsibilidad. (véase Garcímartín Alferez, F. J., «La racionalidad económica…», loc. 
cit., p. 139).
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judicial. Por este motivo, para dar respuesta a esta cuestión y determinar quién 
asume los riesgos de la internacionalidad del litigio las normas de determina-
ción de la CJI de los Tribunales españoles en esta materia se encuentran en 
el Reglamento Bruselas I bis5, el Convenio de Lugano6 y la LOPJ7. De forma 
resumida puede afirmarse que el Reglamento Bruselas I bis y el Convenio de 
Lugano desplazan, en muchos supuestos, a la normativa interna cuando el 
domicilio del demandado se encuentra en un Estado miembro8. En concreto, 
el Reglamento Bruselas I bis se aplica en la mayoría de los supuestos de con-
tratación electrónica cuando deban conocer las autoridades españolas9.

Los foros de CJI establecidos en el Reglamento Bruselas I bis, al igual que 
ocurre con el Reglamento Bruselas I10, se construyen en cuatro niveles11. El 

5	 DO L 351/1 de 20 de diciembre de 2012. Según el Cdo. 41 del Reglamento Bruselas I bis, 
Dinamarca no participa en la adopción del citado Reglamento y no queda vinculada por el 
mismo ni sujeta a su aplicación. No obstante, Dinamarca podrá aplicar las modificaciones 
introducidas en el Reglamento Bruselas I, en virtud del art. 3 del Acuerdo de 19 de octubre 
de 2005 entre la Comunidad Europea y el Reino de Dinamarca relativo a la competencia 
judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mer-
cantil (DOUE núm. L 251/1 de 21 de septiembre de 2013).

6	 Instrumento de ratificación de España a este Convenio, publicado en BOE núm. 251 de 20 
de octubre de 1994.

7	 BOE núm. 157 de 2 de julio de 1985. Esta norma ha sufrido diversas modificaciones, la 
más reciente y relevante para el DIPr es la operada por la ley 7/2015 de 21 de julio (BOE 
núm. 174, de 22/07/2015).

8	 En cualquier caso, teniendo en cuenta el alcance global de Internet y la prestación de ser-
vicios importantes que en muchas ocasiones se encuentran en terceros Estados, la LOPJ, 
continúa teniendo un papel relevante (véase de Miguel Asensio, P. A., Derecho privado…, 
op. cit., p. 122).

9	 Debe destacarse la Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo que 
modifica el Reglamento (UE) núm. 1215/2012 relativo a la competencia judicial, el recono-
cimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil [Doc. COM 
(2013) 554 final, Bruselas 26 de julio de 2013], cuya finalidad es garantizar la aplicación 
conjunta y coherente del Acuerdo sobre un Tribunal Unificado de Patentes (Acuerdo TUP) 
y el Protocolo del Tratado del Benelux de 1965 y del Reglamento. Para un análisis de las 
modificaciones propuestas (véase de Miguel Asensio, P.A., «La Propuesta de modificación 
del Reglamento 1215/2012 (Bruselas I bis) para su adaptación al Acuerdo sobre un tribu-
nal unificado de patentes», La Ley/Unión Europea, núm. 7, septiembre de 2013, pp. 1-6). 
«(…) Que el resultado final no es plenamente satisfactorio lo muestra el propio artículo 79 
del Reglamento cuando establece que la Comisión presentará, a más tardar el 11 de enero 
de 2022, un informe al Parlamento Europeo y al Comité Económico y Social sobre la apli-
cación del Reglamento que incluirá una evaluación de la posible necesidad de una mayor 
ampliación de las normas sobre competencia a los demandados que no estén domiciliados 
en un Estado miembro» (véase Rodríguez Vázquez, M.ª A., «Una nueva fórmula para la 
supresión del exequátur en la reforma del Reglamento Bruselas I», CDT, marzo 2014, vol. 
6, n.º 1, pp. 330-347).

10	 DO L 307 de 24 de noviembre de 2001.

11	 Véase Fernández Rozas, J. C., Sánchez Lorenzo, S., Derecho Internacional privado…, op. 
cit., pp. 67-68.
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primer nivel está constituido por las competencias exclusivas previstas en el 
art. 24. En determinadas materias, este precepto atribuye competencia única 
y exclusiva a los Tribunales de un Estado miembro, excluyendo absoluta-
mente la posibilidad de que conozcan otros Tribunales.

En segundo extremo, si la controversia versa sobre materias diferentes a 
las contempladas en el art. 24 del Reglamento Bruselas I bis, la voluntad de 
las partes atribuye competencia a los Tribunales designados por las partes 
(art. 25 Reglamento Bruselas I bis). Este foro de sumisión expresa no puede 
operar sobre materias reguladas por competencias exclusivas y atribuye una 
competencia, en principio única a favor de los Tribunales elegidos. En cual-
quier caso, el acuerdo de sumisión a los Tribunales de un Estado puede ser 
modificado por la sumisión tácita de ambas partes a los Tribunales de otro 
Estado (art. 26 Reglamento Bruselas I bis)12.

En tercer término, en el supuesto de que no exista sumisión expresa y 
siempre que el objeto del litigio no trate sobre las competencias exclusivas 
del art. 24 del Reglamento Bruselas I bis, debe determinarse la competen-
cia teniendo en cuenta los foros especiales previstos en los arts. 7 a 23 del 
Reglamento Bruselas I bis. En el caso de que por razón de la materia no 
pudiera atribuirse la competencia en virtud de ninguno de estos foros habrá 
de hacerse de acuerdo con el foro del domicilio del demandado (art. 4 Regla-
mento Bruselas I bis). Este foro opera si el demandado se encuentra domici-
liado en un Estado miembro, en cuyo caso, serán competentes los Tribunales 
del domicilio del demandado (art 4 Reglamento Bruselas I bis).

De esta forma, con la aplicación del Reglamento Bruselas I bis se trata de 
limitar la atribución de la competencia a través de foros «excesivos» o «exor-
bitantes» que operan en algunos ordenamientos europeos13.

12	 Para una valoración del Reglamento véase, entre otros, Arenas García, R., «Del Regla-
mento Bruselas I al Reglamento Bruselas I bis», REDI, núm. 2, 2013, pp. 377-382; 
Beraudo, J. P., «Regards sur le nouveau Règlement Bruxelles I sur la compétence judi-
ciaire, la reconnaissance et l’exécution des décisions en matière civile et comérciale», 
Journal de Droit International, núm. 3, 2013, pp. 741-763; Cadet, F., «Le nouveau Règle-
ment Bruxelles I ou l’itinéaire d’un enfant gâté», Journal de Droit International, núm. 3, 
2013, pp. 765-790; de Miguel Asensio, P. A., «El nuevo Reglamento sobre competencia 
judicial y reconocimiento y ejecución de resoluciones», La Ley/Unión Europea, núm. 8013, 
31 de enero de 2013, pp. 3-8; Garau Sobrino, F., «Nace el nuevo Reglamento Bruselas I», 
en (http://conflictuslegum.blogspot.com.es); Nielsen, P., «The New Brussels I Regulation», 
Common Market Law Review, 2013, pp. 503-528; Nuyts, P., «La refonte du Règlement 
Bruxelles I», RCDIP, núm. 1, 2013, pp. 1-63.

13	 Por ejemplo, el art. 14 del Cc francés, conforme al que basta con que una de las partes 
en el proceso ostente la nacionalidad francesa para que puedan entrar a conocer los tri-
bunales de dicho país, lo que no deja de ser un privilegio de nacionalidad. Piénsese, por 
ejemplo, en un litigio suscitado entre un comerciante francés, establecido en Francia, y 
uno español temporalmente establecido en EE. UU., debiendo ejecutarse el contrato en 
este país. Surgida la controversia, el comerciante francés puede acudir a los Tribunales 
franceses y el art. 14 del Cc serviría como fundamento de la CJI (véase Arenas García, R., 

http://conflictuslegum.blogspot.com.es
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Finalmente, si el domicilio del demandado no se encuentra en un Estado 
miembro, y el Reglamento Bruselas I bis tampoco fuese aplicable según sus 
arts. 18, 21 24, 25 o 29, la CJI se determinará conforme a las normas del 
Derecho autónomo de cada Estado miembro, en el caso de España, a través 
de la LOPJ14.

«Competencia judicial internacional y acuerdo de sumisión en la contratación electrónica 
internacional», Estudios sobre consumo, núm. 85, 2008, pp. 45-60).

14	 Como señalan J.C. Fernández Rozas y S. Sánchez Lorenzo, estos preceptos disfrutan 
excepcionalmente de otros criterios de aplicación espacial y en consecuencia de delimita-
ción respecto del régimen previsto en la legislación estatal, se trate del régimen común o 
de otros convenios internacionales (véase Fernández Rozas, J.C. y Sánchez Lorenzo, S., 
Derecho internacional…, op. cit., p. 64); Es interesante hacer alusión a la crítica realizada 
por A. Bonomi, quien menciona que el Reglamento Bruselas I bis como otros instrumen-
tos de las áreas civiles y comerciales distinguen entre demandados domiciliados en un 
Estado miembro y aquellos domiciliados en terceros Estados. Según este autor esta dis-
tinción no es la más apropiada para distinguir entre disputas internas y externas ya que, 
aunque el demandado esté domiciliado en la UE, la disputa puede estar relacionada con 
terceros Estados. Según este autor, la protección de las personas y negocios europeos y 
en general los intereses europeos, pueden requerir un fácil acceso a los Tribunales de los 
Estados miembros cuando terceros Estados estén implicados, de hecho, los Reglamentos 
4/2009 y 650/2012 (DOUE L 7/1 de 10 de enero de 2009 y L 201/107 de 4 de julio de 2012) 
preveen foros subsidiarios aplicables a situaciones con terceros Estados (véase Bonomi, 
A., «European Private International…», loc. cit., pp. 184-193).



vía judicial y extrajudicial. De esta forma, se analizan los instrumentos reguladores de la 

los contratos realizados por vía electrónica. Se indican las ventajas y los inconvenientes de su 
utilización, diferenciando la contratación entre empresas, de la contratación con consumidores, 
que plantea muchas especialidades con respecto a la regulación, por tratarse ésta de la parte 
débil del contrato.

En la contratación electrónica, los contratos se concluyen con más celeridad que los contratos 
realizados entre presentes por lo que las partes, cuando se plantea una controversia también 
desean ver resueltos los asuntos que se presenten de la forma más rápida posible y con los 
menores costes.  En este sentido, la vía extrajudicial es muy efectiva y en los últimos años se 

En esta obra se tratan ambas vías de resolución de litigios y las normas que regulan las 
mismas para ofrecer al lector las opciones existentes para este menester. Esta cuestión es muy 
importante en la actualidad teniendo en cuenta la multitud de transacciones que se formalizan 
por vía electrónica y la importancia de contar con los instrumentos necesarios para lograr el 
objetivo de dotar de seguridad jurídica a este tipo de contratos. 
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